
QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 308 DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, 79 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y 44 DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES, A CARGO DE LA DIPUTADA CYNTHIA ILIANA LÓPEZ CASTRO, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PRI 

La que suscribe, Cynthia Iliana López Castro, diputada integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en la LXIV Legislatura del 
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que confieren los artículos 71, 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6 numeral 
1, inciso I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 
consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto que reforma y 
adiciona los artículos 308 del Código Civil Federal, 79 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles y 44 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, a fin de que el juez recabe de manera oficiosa las pruebas que 
permitan conocer las posibilidades de acreedor para fijar pensión alimenticia, bajo 
la siguiente 

Exposición de Motivos 

De conformidad con el criterio sostenido por la Primera Sala en la jurisprudencia de 
rubro: “Alimentos. El estado de necesidad del acreedor de los mismos constituye el 
origen y fundamento de la obligación de otorgarlos”, la obligación alimentaria surge 
como consecuencia del estado de necesidad en que se encuentran determinadas 
personas a las que la ley les reconoce la imposibilidad para procurarse los medios 
para la subsistencia física y su desarrollo humano. A esas personas, la legislación 
civil otorga la posibilidad de exigir lo necesario para colmar sus necesidades 
fundamentales1 . Así, es necesario que concurran tres supuestos para que surja la 
obligación de alimentos, a saber: 

1) El estado de necesidad del acreedor alimentario. 

2) Un determinado vínculo entre acreedor y deudor, y 

3) La capacidad económica del obligado a prestarlos. 

En este sentido, es claro que el estado de necesidad del acreedor alimentario 
constituye el origen y fundamento de la obligación de alimentos, entendiendo por 
éste aquella situación en la que pueda encontrarse una persona que no puede 
mantenerse por sí misma, pese a que haya empleado una normal diligencia para 
solventarla y con independencia de las causas que puedan haberla originado2 . Sin 
embargo, las cuestiones relativas a quién y en qué cantidad se deberá dar 
cumplimiento a esta obligación de alimentos, dependerán: 

A. Directamente de la relación de familia existente entre acreedor y deudor, 



B. El nivel de necesidad del primero y la capacidad económica de este último, y 

C. De acuerdo con las circunstancias particulares del caso concreto. 

Nuestra legislación reconoce diferentes vínculos familiares a partir de los cuales 
puede surgir la obligación de dar alimentos, tales como: las relaciones 
paternofiliales, el parentesco, el matrimonio, el concubinato, entre otras. 

No obstante, la obligación entre los progenitores y sus hijos de proporcionar 
alimentos posee una protección suprema, pues por mandato constitucional expreso 
del artículo 4 párrafo décimo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se vincula a los progenitores a procurar el mayor nivel de protección, 
educación y formación integral, siempre en el marco del principio del interés superior 
del menor. 

“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el 
principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus 
derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades 
de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación 
de las políticas públicas dirigidas a la niñez”.3 

Asimismo, a nivel internacional la Convención sobre los Derechos del Niño prevé en 
su artículo 27 numeral 4, lo relativo al derecho de todo niño a un nivel de vida 
adecuado para su desarrollo integral, y determina que son los padres y las personas 
encargadas de él los responsables primordiales de proporcionar las condiciones 
necesarias para ese desarrollo. 

“Los estados parte tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de 
la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la 
responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven 
en el extranjero. En particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad 
financiera por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que resida el niño, 
los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios internacionales o la 
concertación de dichos convenios, así como la concertación de cualesquiera otros 
arreglos apropiados”.4 

Cabe señalar que este tratado internacional eleva a una mayor jerarquía el derecho 
de alimentos de los niños, pues no sólo lo considera como un derecho esencial, sino 
que amplía su alcance desde la determinación de los sujetos obligados hasta las 
condiciones de la obligación alimenticia y, por supuesto, la posición del Estado, como 
garante de ese cumplimiento. 

Ante un escenario de ruptura y separación familiar por un divorcio, esta obligación 
se materializa mediante el establecimiento de una pensión alimenticia, que 



comprenderá educación, vestido, habitación y atención médica. Empero, cuando 
existe controversia sobre los montos de la pensión, con frecuencia se presenta una 
mala práctica por parte de los obligados para tratar de esconder su capacidad 
económica real en aras de que la pensión que se fije sea la menor posible. 

En relación con este aspecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia, a 
propuesta del ministro José Ramón Cossío Díaz, resolvió el 21 de febrero de 2018 el 
amparo directo en revisión 3360/2017, que establece un precedente en términos de 
qué deberá considerarse para determinar la capacidad económica real del deudor 
alimentario. 

Así pues, la Primera Sala estableció criterios en el sentido de que, cuando exista 
controversia sobre el monto fijado como pensión, los jueces deben allegarse 
oficiosamente de los elementos necesarios para cuantificar el monto de la pensión. 

Para tratar de solucionar este problema, la Primera Sala introdujo el concepto “flujo 
de riqueza”. A partir de éste, cuando exista controversia entre las partes sobre la 
capacidad económica real, el juez deberá allegarse de elementos ciertos y actuales, 
a fin de determinar de forma equitativa, segura y razonable, el monto de pensión 
que deberá ser establecido. 

Esta determinación constituye un precedente fundamental por dos aspectos. 

• Primero, la posición del Estado como garante de los derechos de los niños y 
niñas que permitirá avanzar hacia un desarrollo adecuado de la infancia. 

• Segundo, la introducción de conceptos económicos novedosos que permitan un 
acceso real a la justicia. 

Al entender que la capacidad económica no se compone exclusivamente del ingreso 
o renta reportados, sino de un concepto más amplio, como es el flujo de riqueza y 
nivel de vida, y que el juez deberá allegarse de la información que le permita 
determinar de manera objetiva esta capacidad en caso de controversia, la Primera 
Sala estableció un criterio que busca asegurar que las pensiones alimenticias sean 
un verdadero reflejo de la capacidad económica de los obligados. 

Preocupada y ocupada por proteger a la niñez, propongo establecer en ley que, para 
fijar pensión alimenticia, el juzgador tiene la facultad de recabar oficiosamente las 
pruebas que le permitan conocer con toda certeza las posibilidades económicas del 
acreedor para solventar las necesidades del deudor, para ello propongo: 

• En el Código Civil Federal, la obligación por parte del juzgador encargado de la 
solución del conflicto, para recabar de oficio las pruebas necesarias y conocer el 
flujo de riqueza y nivel de vida del deudor, para fijar el monto de la pensión 
alimenticia en un juicio de alimentos; 



• En el Código Federal de Procedimientos Civiles cuando en el procedimiento 
judicial haya que garantizar la protección de menores, la facultad de recabar de 
oficio las pruebas necesarias para garantizar el principio del interés superior de la 
niñez; y 

• En Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para proteger 
el interés superior del menor en los procedimientos judiciales de alimentos. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta honorable asamblea, 
la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto 

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 308 del Código Civil Federal, 
para quedar como sigue: 

Artículo 308. ... Los alimentos comprenden la comida, el vestido, la habitación y 
la asistencia en casos de enfermedad. Respecto de los menores los alimentos 
comprenden, además, los gastos necesarios para la educación primaria del 
alimentista, y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y 
adecuados a su sexo y circunstancias personales. 

En los juicios de alimentos, el juzgador encargado de la solución del 
conflicto tendrá la facultad de recabar de oficio las pruebas necesarias 
para conocer con toda certeza la capacidad económica que permita referir 
el flujo de riqueza y nivel de vida del deudor sin limitarse a considerar el 
ingreso reportado, para fijar el monto de la pensión alimenticia que 
garantice al acreedor su bienestar. 

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo al artículo 79 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, para quedar como sigue: 

Artículo 79. ... Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse de cualquier 
persona, sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que 
pertenezca a las partes o a un tercero, sin más limitaciones que las de que las 
pruebas estén reconocidas por la ley y tengan relación inmediata con los hechos 
controvertidos. 

Cuando en el procedimiento judicial haya que garantizar la protección de 
menores, el juzgador tiene la facultad de recabar de oficio las pruebas 
necesarias para conocer con toda certeza los elementos suficientes para 
garantizar el principio del interés superior de la niñez. 

Artículo Tercero. Se reforma y adiciona un párrafo al artículo 44 de la Ley General 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue: 



Artículo 44. Corresponde a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y 
custodia de niñas, niños y adolescentes, la obligación primordial de proporcionar, 
dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida suficientes 
para su sano desarrollo. 

Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, coadyuvarán a dicho fin mediante la adopción de las medidas 
apropiadas. 

En los casos donde se presente un juicio de alimentos, el juzgador 
encargado de la solución del conflicto tendrá la facultad de recabar de 
oficio las pruebas necesarias para conocer con toda certeza la capacidad 
económica que permita referir el flujo de riqueza y nivel de vida del deudor 
sin limitarse a considerar el ingreso reportado, para fijar el monto de la 
pensión alimenticia que garantice al menor su bienestar. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

Notas 

1 https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Tesis/2012/2012502.pdf 

2 Ibídem 

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf 

4 https://www.humanium.org/es/convencion-texto/ 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de octubre de 2018. 

Diputada Cynthia Iliana López Castro (rúbrica) 
 


